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I) NOVEDADES NORMATIVAS 

1. Estado

- Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos (BOE núm. 127, de 28 de mayo de 2011). 

La responsabilidad civil por daños nucleares se regulaba hasta ahora en la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre energía nuclear, que procedía del Convenio de París de 29 de julio de 1960, sobre la responsabilidad civil en materia de energía nuclear y del Convenio de Bruselas de 31 de enero de 1963, complementario del anterior. Estos Convenios han sido reformados, por última vez en febrero de 2004, mediante dos enmiendas que conformaban una revisión en profundidad de los elementos básicos del régimen de responsabilidad. Esto hace necesario una modificación sustancial de la legislación interna, que es lo que lleva a cabo esta Ley. 
Se establece como principio fundamental la responsabilidad objetiva del explotador por los daños nucleares producidos como consecuencia de un accidente en una instalación nuclear (art. 4.1), con independencia de la causa origen. También se extiende el concepto de daño nuclear para incluir toda pérdida económica que se derive de los daños a personas o a bienes, las medidas de restauración del medio ambiente degradado, el lucro cesante y el coste de las medidas preventivas y cualquier pérdida o daño causado por tales medidas (art. 3). 
Los explotadores están obligados a establecer una cobertura de responsabilidad civil por daños nucleares por una cuantía de 1.200 millones de euros mediante la contratación de pólizas de seguro o cualquier otra garantía financiera con una entidad autorizada por el Ministerio de Economía y Hacienda (art. 12 y ss). Esta cobertura no se exige a los organismos de titularidad pública. 
Se regula un procedimiento de reclamación por daños nucleares (arts. 14 y 15), ampliándose el periodo de reclamación por daños personales de 10 a 30 años y estableciéndose una prelación de las reclamaciones, dando prioridad a aquellas relativas a daños personales formuladas dentro de los tres primeros años desde la fecha del accidente (art. 11). 

Como novedad no prevista por el Derecho Internacional, la Ley incluye también un régimen de responsabilidad por daños provocados por materiales radiactivos que no sean sustancias nucleares (Título II). 

Conforme a la Disposición final 7ª, esta Ley entraré en vigor el 12 de febrero de 2004, fecha en la que entra en vigor el Protocolo por el que se modifican los citados Convenios de París y Bruselas. 
- Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados (BOE núm. 181, de 29 de julio de 2011). 

Esta nueva Ley de Residuos viene a actualizar el régimen jurídico de los residuos transponiendo la Directiva 2088/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008 (Directiva marco de residuos), que busca transformar la Unión Europea en una “sociedad del reciclado” mediante un enfoque preventivo que reduzca tanto la cantidad de residuos como sus impactos adversos sobre la salud humana y el medio ambiente. La presente Ley sustituye a su homóloga, la Ley 10/1998, de 21 de abril. 
El nuevo sistema de gestión de residuos promueve el máximo aprovechamiento de los recursos y la implantación de medidas de prevención, la reutilización y el reciclado de los residuos. También permite la valorización energética mediante la incineración eficiente de residuos domésticos. Regula, asimismo, el régimen de los suelos contaminados, que en lo fundamental se mantiene como el anterior. 
La Ley define residuo como “cualquier sustancia u objeto que su poseedor deseche o tenga la intención o la obligación de desechar”. La reutilización es “cualquier operación mediante la cual productos o componentes de productos que no sean residuos se utilizan de nuevo con la misma finalidad para la que fueron concebidos”. La valorización hace referencia a operaciones “cuyo resultado principal sea que el residuo sirva a una finalidad útil” (art. 3). Existe una lista no exhaustiva de operaciones de valorización en el anexo II de la Ley. 
Asimismo, la Ley define subproducto como concepto paralelo al de residuo, que se refiere a sustancias u objetos resultantes de un proceso de producción cuya finalidad no sea la producción de esa sustancia u objeto (art. 4). 

La Ley establece como novedad un principio de jerarquía de residuos, priorizando la prevención y la preparación para la reutilización sobre el reciclado, valorizaciones y la eliminación (art. 8). También se aplica el principio quien contamina paga, haciéndose recaer los costes de la gestión de residuos sobre el productor de los mismos (art. 11). 
Se asignan competencias a los Entes Locales, que pueden establecer a través de sus ordenanzas las condiciones para la entrega de los residuos cuya gestión hayan asumido. A los Entes Locales compete la recogida, el transporte y el tratamiento de los residuos domésticos generados en los hogares, comercios y servicios y la potestad de vigilancia e inspección y sancionadora. Asimismo, pueden elaborar programas de prevención y de gestión de los residuos. Se permite la gestión local directa de residuos o mediante cualquier otra forma de gestión, y se permite la asociación de varias Entidades Locales para la gestión de residuos (art. 12.5). 
Los Entes Locales también participan en la Comisión de coordinación en materia de residuos, que es un órgano de cooperación técnica y colaboración entre las distintas administraciones adscrito al Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino (art. 13). 
Son instrumentos de la política de residuos la planificación (planes y programas de gestión de residuos y programas de prevención de residuos, arts. 14 y 15) y los instrumentos económicos como cánones de vertidos y de incineración (art. 16). El Plan Nacional marco de Gestión de Residuos define la estrategia general y objetivos mínimos, que las Comunidades Autónomas pueden ampliar en sus planes autonómicos. Las Entidades Locales pueden, como se ha dicho, realizar sus propios programas en el ámbito de sus competencias. 
En el Título III se regulan las obligaciones de los sujetos que intervienen en la gestión de residuos. Parte de las autorizaciones que existían a tal efecto han sido sustituidas por comunicaciones en la línea de la Directiva de Servicios. Se regula comunicación previa para empresas que produzcan residuos en cantidad superior a 1.000 toneladas al año (art. 29). La empresas dedicadas al tratamiento de residuos requieren en todo caso de autorización (art. 27). Ambas figuras son de competencia autonómica. 
El Título IV regula la responsabilidad del productor, sistematizando el marco legal que ya existía y buscando en todo momento involucrar a los productores de productos que con su uso se convierten en residuos en la prevención y en la organización de la gestión de los mismos. Se promueve la reutilización, el reciclado y la valorización de residuos. La responsabilidad puede organizarse en torno a sistemas colectivos o individuales. En el primer caso, se prevé la constitución, por parte de los productores, de una entidad con personalidad jurídica propia que requerirá de autorización administrativa que garantice una actuación homogénea en todo el territorio nacional. En el caso de los sistemas individuales, quedan sometidos a comunicación previa (art. 32). 
El Título VI se dedica a la información y registro de residuos, de competencia autonómica. Los productores o gestores de residuos que hayan obtenido una autorización deben enviar anualmente a las Comunidades Autónomas y a los Entes Locales (en residuos de su competencia) una memoria resumen de la información contenida en el Archivo cronológico con un contenido determinado que fija el Anexo XII. Las Administraciones Públicas deben mantener actualizada la información sobre gestión de residuos en su ámbito competencial, lo que incluye la cuantificación y caracterización de los residuos entrantes y salientes y los destinos concretos de valorización o eliminación de los residuos salientes (art. 41). 
El Título VII se dedica a la vigilancia, inspección y control y al régimen sancionador, aspectos que se ven reforzados dada la supresión de determinadas autorizaciones administrativas que conforme a la derogada Ley de 1998 permitían un control preventivo más intenso. En cuanto a las sanciones, se introduce la obligación de reparación de los daños causados a los recursos naturales, en los términos de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. Asimismo, se amplía la potestad de las Entidades Locales a supuestos de abandono, vertido o eliminación incontrolados de residuos, así como de su entrega sin cumplir las condiciones previstas en las ordenanzas locales (art. 49.3). Las Administraciones Públicas pueden, además, adoptar medidas provisionales antes del inicio del procedimiento en casos de urgencia que pueden llegar a la suspensión temporal de la autorización y la clausura del establecimiento (art. 53). 
La Disposición Adicional 1ª de la Ley declara de utilidad pública e interés social el establecimiento o ampliación de instalaciones de almacenamiento, valorización y eliminación de residuos, a efectos de posibilitar en este ámbito el juego de la expropiación forzosa. 

Conforme a la Disposición Transitoria 2ª, las Entidades Locales deben aprobar sus ordenanzas sobre residuos en el plazo de 2 años, siendo supletorio, en ausencia de las mismas, el Derecho de las Comunidades Autónomas. Asimismo, la Disposición transitoria 3ª indica que los contratos en vigor de las Entidades Locales para la gestión de residuos comerciales continuarán desplegando sus efectos hasta la fecha en que hayan de renovarse, cuando se aplicará el régimen jurídico de la nueva Ley. 
- Real Decreto 773/2011, de 3 de junio, por el que se modifica el Real Decreto 3/2002, de 11 de enero, por el que se establecen las normas mínimas de protección de gallinas ponedoras (BOE núm. 133, de 4 de junio de 2011). 

Esta norma responde a la previsión del art. 3.2.a) del Real Decreto 3/2002, de 11 de enero, por el que se establecen las normas mínimas de protección de las gallinas ponedoras, el cual prevé la prohibición de la cría en jaulas no acondicionadas a partir del 1 de enero de 2012. 

Su objeto es armonizar el proceso de adaptación evitando situaciones de inequidad entre los distintos operadores por el hecho de haber adaptado o no sus instalaciones a las nuevas exigencias (básicamente jaulas acondicionadas en suelo, camperas o de producción ecológica), lo cual exige una inversión y mantener una densidad baja de gallinas durante un tiempo. 

De esta forma, se añade un artículo 8º al citado Real Decreto estableciendo que los titulares de explotaciones que quieran seguir produciendo huevos a partir del 1 de enero de 2012 y no dispongan del sistema de cría exigido en los Anexos III y IV tendrán que presentar ante la autoridad competente un plan de adaptación antes del 1 de julio de 2011, regulado en el Anexo V. A partir de ese momento, la autoridad competente lleva a cabo un seguimiento del cumplimiento del plan efectuando controles específicos a partir del 1 de enero de 2012. 

Asimismo, mediante esta norma se adapta el régimen sancionador en la materia a la Ley 32/2007, de 7 de noviembre, para el cuidado de los animales, en su explotación, transporte, experimentación y sacrificio. 

- Real Decreto 804/2011, de 10 de junio, por el que se regula la ordenación zootécnica, sanitaria y de bienestar animal de las explotaciones equinas y se establece el plan sanitario equino (BOE núm. 157, de 2 de julio de 2011). 

Mediante esta norma se adapta la normativa en materia de ganadería equina a las exigencias derivadas de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, que elimina la mayoría de autorizaciones para las explotaciones equinas, y se introducen criterios de sanidad animal. Deroga el Decreto 1119/1975, de 24 de abril, sobre autorización y registro de núcleos zoológicos, establecimientos para la práctica de la equitación, centros para el fomento y cuidado de animales de compañía y similares. 

El Real Decreto establece una declaración responsable para todas las explotaciones equinas salvo los centros de concentración de animales y los centros de reproducción, así como explotaciones ligadas a la producción de carne para consumo humano, en los que sigue siendo necesaria una autorización en aplicación de la normativa comunitaria europea dado el alto riesgo de difusión de enfermedades infecciosas en estas explotaciones. 

En materia de sanidad animal, el Real Decreto responde a las previsiones de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal, que remite a normativa reglamentaria la fijación de distancias mínimas con respecto a poblaciones, carreteras, etc y unas condiciones sanitarias básicas de estas explotaciones. Esta norma desarrolla dichos artículos previendo una normativa de ordenación básica del sector equino, clasificando las explotaciones y fijando unas condiciones mínimas de las mismas, así como normas higiénico-sanitarias para el control de ciertas enfermedades. Las distancias mínimas de 200 metros entre explotaciones equinas no son exigibles para las instalaciones ya existentes, conforme a la disposición transitoria 1ª. 

Asimismo, esta norma desarrolla la Ley 32/2007, de 7 de noviembre, para el cuidado de los animales, en su explotación, transporte, experimentación y sacrificio, fijando condiciones mínimas de bienestar animal. 

- Real Decreto 842/2011, de 17 de junio, por el que se establece la normativa básica de las agrupaciones de defensa sanitaria ganadera y se crea y regula el Registro nacional de las mismas (BOE núm. 168, de 14 de julio de 2011). 

Las Agrupaciones de Defensa Sanitaria Ganadera (en adelante ADSG) fueron creadas como organizaciones colaboradoras con la Administración en la ejecución de las actuaciones sanitarias y en los Programas oficiales de prevención, lucha, control o erradicación de las enfermedades de los animales, y en aplicación del Real Decreto 1880/1996, de 2 de agosto, y demostraron ser eficaces al posibilitar una actuación coordinada de los ganaderos, algo imprescindible para lograr un alto nivel sanitario en las explotaciones. 
Esta norma regula el régimen jurídico de las ADSG, respondiendo a las previsiones de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal, que se limita a establecer normas básicas para su autorización, remitiendo a desarrollo reglamentario la concreta regulación (en su disposición final 5ª). Dicha autorización administrativa ha permanecido vigente pese a la entrada en vigor del nuevo régimen de declaración responsable, dada la importancia de la verificación previa de la aptitud zoosanitaria de una ADSG. 

Para ser reconocida, una ADSG debe tener personalidad jurídica propia e integrar, en el ámbito territorial de al menos una comarca veterinaria, un porcentaje mínimo de las explotaciones registradas (en general, el 40% de la especie que se trate), además de estar bajo la dirección técnica de al menos un veterinario y contar con unos determinados estatutos (art. 4). También debe estar registrada (art. 5). 
Las ADSG están obligadas a colaborar activamente con las autoridades competentes en materia de sanidad animal en toda actuación sanitaria o alerta sanitaria y en general en la organización, seguimiento y ejecución de las medidas sanitarias para la prevención, control, lucha o erradicación de las enfermedades previstas en el Real Decreto 617/2007, de 16 de mayo (art. 6). 

Se prevé un plazo de 6 meses para la adaptación de las ADSG ya existentes a la nueva normativa (disposición transitoria única). 
- Real Decreto 1220/2011, de 5 de septiembre, por el que se modifica el Real Decreto 289/2003, de 7 de marzo, sobre comercialización de los materiales forestales de reproducción (BOE núm. 228, de 22 de septiembre de 2011). 

Esta norma busca actualizar la comercialización de materiales forestales de reproducción. Para ello, modifica la normativa existente al respecto par adaptarla a la Ley 30/2006, de 26 de julio, de semillas, plantas de vivero y recursos fitogenéticos y simplificar los trámites para la actuación de la Dirección General de Medio Natural y Política Forestal sobre el Registro y el Catálogo nacional de materiales de base. 
Asimismo, regula un procedimiento de autorización específico para la comercialización por tiempo determinado de materiales forestales que satisfagan requisitos menos severos, en caso de escasez de suministros de los materiales regulares. 
También regula la importación de determinadas especies de países terceros, previa acreditación de su validez por el Consejo de la Unión Europea y autorización por parte del Ministerio de Medio Ambiente, Rural y Marino. 
- Real Decreto 1274/2011, de 16 de septiembre, por el que se aprueba el Plan estratégico del patrimonio natural y de la biodiversidad 2011-2017, en aplicación de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad (BOE núm. 236, de 30 de septiembre de 2011). 

Esta norma responde a la previsión del art. 13.4 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, que preveía la aprobación cada seis años mediante real decreto del Plan estratégico del patrimonio natural y de la biodiversidad, concebido como instrumento de planificación de la actividad de la Administración General del Estado en la materia y destinado a establecer y definir los objetivos, acciones y criterios que promuevan la conservación, el uso sostenible y la restauración del patrimonio, los recursos naturales terrestres y marinos, la biodiversidad y la geodiversidad. 
El Plan Estratégico que crea esta norma, aplicable para el periodo 2011-2017, procede en gran medida de dos instrumentos supranacionales: el Plan estratégico del convenio sobre la diversidad biológica para el período 2011-2020, adoptado en la décima reunión de la Conferencia de las Partes del Convenio, y la Estrategia Europea sobre biodiversidad “Nuestro seguro de vida, nuestro capital natural: una estrategia de biodiversidad de la UE para 2020”, adoptada por la Comisión Europea en mayo de 2011. 
Elaborado en el marco de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente y de la Comisión Estatal del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad y objeto de evaluación ambiental estratégica positiva, este Plan parte de la constatación de una pérdida sin precedentes de la biodiversidad a escala mundial, y también en nuestro país, donde constata que el 43% de los servicios de los ecosistemas evaluados se están viendo degradados o usados de manera insostenible. Sostiene que la protección de la diversidad biológica es un elemento clave de la economía verde por la relevancia que tienen los servicios de los ecosistemas para el desarrollo y el bienestar humano y la importancia de la planificación para su defensa. 
El Plan Estratégico fija un marco de referencia y los principios que han de regir la planificación sectorial para la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad. Incluye un diagnóstico del patrimonio natural en España (Cap V) y extrae de él metas, objetivos y acciones para su conservación, uso sostenible y restauración (Cap VI), siendo la meta general “detener la pérdida de biodiversidad y la degradación de los servicios de los ecosistemas y afrontar su restauración”. El Capítulo VII trata la cooperación, colaboración y coordinación entre administraciones, pero no se prevé ninguna participación de las Entidades Locales. El Capítulo VIII se dedica a la necesaria integración de los objetivos y acciones en materia de biodiversidad dentro de las políticas sectoriales tales como pesca, agricultura, turismo, transporte, aguas, comercio, urbanismo…; esta falta de integración se identifica como el principal obstáculo al cumplimiento de los objetivos en esta materia. Finalmente, el Capítulo IX realiza una estimación de las necesidades presupuestarias necesarias para un desarrollo adecuado de las acciones recogidas en el Plan, resultando un total de 750.000.000 €. El Plan prevé también un programa de seguimiento
- Real Decreto 1336/2011, de 3 de octubre, por el que se regula el contrato territorial como instrumento para promover el desarrollo sostenible del medio rural (BOE núm. 239, de 4 de octubre de 2011). 

Esta norma regula los contratos territoriales como instrumento de apoyo a las políticas de desarrollo rural sostenible. En su art. 2.1, se define esta figura como “un instrumento formal que establece el conjunto de compromisos suscritos entre una Administración Pública y el titular de una explotación agraria para orientar e incentivar su actividad en beneficio de un desarrollo sostenible del medio rural”. Se busca, por tanto, que los titulares de las explotaciones agrarias tengan incentivos suficientes para desarrollar un modelo de actividad que genere externalidades positivas en ámbitos económicos, sociales y ambientales, y ello se logra mediante la compensación, incentivo y retribución de ciertos comportamientos por parte de las Administraciones Públicas competentes, además de la retribución derivada de la venta en el mercado de los productos. 
Los contratos territoriales ya se utilizaban con anterioridad, si bien bajo nombres diversos. Por ejemplo, servían de instrumento de gestión de las ayudas al desarrollo rural del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER) conforme al Reglamento CE 1698/2005 del Consejo y así fueron integrados en la normativa de algunas Comunidades Autónomas. También aparecían en el art. 16 de la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del medio rural, que remitía a desarrollo reglamentario sus requisitos, condiciones y efectos. 
El presente Reglamento prevé un concepto de contrato territorial con una virtualidad más amplia, que excede la prevista en la citada Ley 45/2007 para convertirse en una auténtica medida o instrumento de política económica general para el medio rural español. Por ello, la presente norma se dicta dese la competencia estatal en materia de ordenación general de la economía y tiene carácter básico. 
El contrato territorial se prevé como una figura voluntaria para las Comunidades Autónomas (art. 2.2), que al retener competencias exclusivas en materia agraria, pueden determinar todos los elementos esenciales de dichos contratos. Por ello, este Real Decreto solo busca generar un mínimo común denominador para esta figura. 
Asimismo, la suscripción de un contrato territorial es voluntaria para el titular de la explotación agraria (art. 2.2). 
Los objetivos que se persiguen con esta figura son externalidades positivas para algún bien o fin de carácter público, tales como evitar la despoblación del medio rural, implantar actividades agrarias multifuncionales que ayuden a vertebrar y reforzar la cadena de producción, transformación y comercialización de bienes o servicios, crear y conservar empleo en el medio rural, mantener sistemas agrarios tradicionales de alto valor natural o cultural, conservar y restaurar la calidad ambiental del suelo, el agua, el patrimonio natural y la biodiversidad autóctona silvestre y contribuir a la consecución de determinados objetivos, como la conservación de espacios de la Red Natura 2000 (art. 3). 
Los contratos territoriales pueden ser de carácter individual, estableciéndose sus finalidades, compromisos y contraprestaciones caso por caso, o bien por tipos homogéneos, el Real Decreto establece un contenido mínimo (arts. 4 y 6) y regula qué titulares de explotaciones agrarias pueden ser beneficiarios del mismo (art. 5). Las contraprestaciones pueden ser de naturaleza económica o mediante la realización de inversiones materiales o inmateriales en la explotación contratante (art. 6.8). Se prevé una priorización de beneficiarios para la suscripción de los contratos a concretar por las Comunidades Autónomas (art. 7) y se regula con carácter de mínimos el procedimiento para la suscripción del contrato (art. 8). 
En el Capítulo II de esta norma se regula la figura específica del contrato territorial de zona rural, en el marco del citado art. 16 de la Ley 45/2007, de 13 de diciembre. Estos se enmarcan en el Programa de Desarrollo Rural Sostenible aprobado por el Gobierno de la Nación, programa que determinará su contenido (art. 11.3). La iniciativa contractual también es autonómica (art. 10), pero la financiación del contrato corre a un 50% a cargo de la Administración General del Estado (art. 11.5). 
- Real Decreto 1494/2011, de 24 de octubre, por el que se regula el Fondo de Carbono para una Economía Sostenible (BOE núm. 270, de 9 de noviembre de 2011). 

Esta norma desarrolla el Fondo para la compra de créditos de carbono creado por el art. 91 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible con objeto de generar una actividad económica baja en carbono y contribuir así al cumplimiento de los objetivos sobre reducción de emisiones de gases de efecto invernadero asumidos por España en el marco del Protocolo de Kyoto. 
El Fondo, que se denomina “Fondo de carbono para una Economía Sosenible” (art. 1), se constituye sin personalidad jurídica, en los términos del art. 2.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (art. 3), y se adscribe a la Secretaría de Estado de Cambio Climático. Se le habilita para la adquisición de créditos de carbono (art. 4.1) con objeto de impulsar la actividad de las empresas en los sectores asociados a la lucha contra el cambio climático (art. 2). 
Se establece una distinción entre las operaciones de adquisición de créditos internacionales y las que afectan a emisiones derivadas de proyectos ubicados en territorio nacional, dada su distinta naturaleza. En el segundo caso, las reducciones han de ser adicionales a las derivadas de las exigencias ambientales y energéticas establecidas en la legislación vigente y no computan a efectos del cumplimiento de las obligaciones de entrega de derechos de emisión de la Ley 1/2005, de 9 de marzo, reguladora del comercio europeo de derechos de emisión (arts. 5 y 6). 

Se regulan también las ofertas de adquisición de créditos como técnica destinada a dar flexibilidad al Fondo en el ejercicio de sus funciones (art. 9). 

El Fondo de Carbono se financia con cargo a las aportaciones anuales consignadas en los Presupuestos Generales del Estado y a los recursos derivados de la gestión de sus activos (arts. 10 y 11). Se establece un sistema de auditoría pública por parte de la Intervención General de la Administración del Estado para el control de sus operaciones (art. 12.1). 
El Fondo se organiza mediante un Consejo Rector y una Comisión Ejecutiva (arts. 13 y ss), ambos órganos funcionan conforme al régimen general de la Ley 30/1992. El Consejo Rector es un órgano colegiado de carácter interministerial que dirige la actividad del Fondo suministrando directrices anuales. La Comisión Ejecutiva, integrada por subdirectores generales del Ministerio de Medio Ambiente, es la encargada de realizar las operaciones de adquisición, enajenación y gestión de los créditos de carbono, salvo aquellas operaciones de un importe superior a 20 millones de euros, que son aprobadas directamente por el Consejo Rector. Ambos órganos deben siempre motivar sus decisiones de adquisición (art. 7.4). La Comisión también puede suscribir convenios de colaboración con terceros o realizar encomiendas de gestión a entidades que tengan la condición de medio propio de la Administración (art. 16). 
La reducción de las emisiones que es base de la adquisición de créditos de carbono ha de certificarse. Para ello, el Consejo rector establece requisitos públicos y la Comisión Ejecutiva puede reconocer a entidades independientes que realicen dicha verificación (art. 8.2). 
2. Comunidades Autónomas 

Debido al proceso electoral municipal y autonómico acaecido este año, las novedades normativas en este ámbito son muy reducidas. 
A) País Vasco

- Ley 10/2006, de 29 de diciembre, de Agricultura y Alimentación Ecológica de Euskadi (BOE núm. 266, de 4 de noviembre de 2011). 

Esta norma establece la regulación y el régimen de control de la agricultura y la alimentación ecológica, para lo cual modifica el nombre y estatuto del hasta ahora llamado Consejo Vasco de la Producción Agraria Ecológica, que era un órgano colegiado del Departamento de Industria, Agricultura y Pesca destinado a ejercer las funciones de consulta y colaboración en materia de agricultura ecológica. 
Dicho órgano ya existía en el Decreto 229/1996, de 24 de septiembre, que regula la agricultura ecológica, actividad regulada también a nivel comunitario por el Reglamento (CEE) n.º 2092/91, del Consejo, de 24 de junio de 1991, sobre la producción agrícola ecológica, que establece normas de producción, elaboración, almacenamiento, comercialización, importación y etiquetado de productos procedentes de la agricultura ecológica y por el Reglamento (CE) n.º 1804/99, del Consejo, de 19 de julio de 1999, que introduce ciertas modificaciones. El Consejo Vasco de la Producción Agraria Ecológica, funcionaba como órgano encargado de aplicar el sistema de control establecido en el citado Reglamento comunitario. 
El presente Decreto busca reforzar las competencias del citado órgano en el marco de una pretensión general de adaptación del sector de la producción ecológica asignando más relevancia a este órgano y reduciendo la de la Administración, que quedaría únicamente con funciones de supervisión y tutela sobre el funcionamiento del Consejo. De esta forma, se crea un órgano con nombre nuevo: el Consejo de Agricultura y Alimentación Ecológica de Euskadi (en adelante, CAAEE), como corporación de derecho público con personalidad jurídica propia, autonomía económica, personal propio y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus funciones de supervisión de la producción ecológica. Sus actividades se ajustarán con carácter general a Derecho privado (art. 4). 
La composición del CAAEE incluye representantes de los titulares de explotaciones de producción elegidos democráticamente por los titulares de explotaciones ecológicas, representantes de empresas elaboradoras, comercializadoras e importadoras, asociaciones de consumidores y una persona en representación de la Federación de Asociaciones de Agricultura Ecológica de Euskadi (art. 7). Su ámbito de actuación es el comentado: la producción, elaboración, almacenamiento, comercialización e importación de los productos agrarios y alimenticios que lleven indicaciones referentes al método de producción ecológica con arreglo a la normativa comunitaria (art. 5), y tiene funciones de control y certificación agraria, elaboración de normas técnicas, potestad sancionadora y otras tales como promover la información y el consumo sobre productos ecológicos (art. 6). 
J) Aragón

- Decreto de 15 de julio de 2011, de la Presidencia del Gobierno de Aragón, por el que se modifica la organización de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA núm. 139, de 16 de julio de 2011). 

En lo que afecta a la materia objeto de este informe, el Decreto de reestructuración del Gobierno de Aragón cambia el nombre del Departamento de Medio Ambiente integrándolo como Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, con efectos desde su publicación en el BOA el 16 de julio de 2011. 
- Decreto de 22 de julio de 2011, de la Presidencia del Gobierno de Aragón, por el que se asignan las competencias a los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma y se les adscriben sus organismos públicos (BOA núm. 145, de 25 de julio de 2011). 

En lógica concordancia con el decreto inmediatamente comentado, la presente norma asigna competencias a los nuevos Departamentos del Gobierno de Aragón, atribuyéndose al de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente las competencias hasta ahora asignadas a los antiguos Departamentos de Agricultura y Alimentación y de Medio Ambiente. Asimismo, quedan adscritos al mismo el Instituto Aragonés del Agua y el Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (art. 6), disponiéndose que el Departamento de Hacienda y Administración Pública realice las transferencias de créditos necesarias para dar cumplimiento a esta reorganización competencial (Disposición adicional). 
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. AUDIENCIA NACIONAL 

- Sentencia de la Audiencia Nacional (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 1ª), de 22 de junio de 2011 (rec. núm. 0000628/2009). 

En esta Sentencia, se resuelve un recurso de Ecologistas en Acción-CODA, Greenpeace España, NUCLENOR y otros recurrentes contra la Orden del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio ITC/1785/2009, de 3 de julio, por la que se acuerda como fecha de cese definitivo de la explotación de la Central Nuclear de Santa María de Garoña el día 6 de julio de 2013 y se autoriza su explotación hasta dicha fecha. 

La citada orden también preveía que el Ministerio de Industria, Turismo y Comecio, previo informe del Consejo de Seguridad Nuclear, establecería las condiciones a las que se deben ajustar las actividades de la Central hasta la obtención de la autorización de desmantelamiento, que requeriría Declaración de Impacto Ambiental. Y que NUCLENOR debía presentar al citado Ministerio un programa preliminar de las actuaciones a llevar a cabo con ese fin. 

Los recurrentes esgrimen diferentes pretensiones. Resumidamente, las asociaciones ecologistas solicitan la clausura de la central nuclear de Santa María de Garoña y la entidad Centrales Nucleares del Norte S.A. (NUCLENOR) solicita que se reconozca su derecho a continuar en la explotación de la central al menos hasta el 6 de julio de 2019 con posibilidad de renovación. 

La AN resume las pretensiones de los recurrentes y pasa a analizarlas una por una. 

En primer lugar, se pronuncia sobre la alegada incompetencia del Secretario de Estado y/o Ministro de Industria, Turismo y Comercio para dictar la Orden impugnada, por entenderse que no cabe la delegación del Ministro en el Secretario de Estado sobre esta materia. La AN constata que la delegación de la concesión de la autorización de explotación sí está regulada en la Disposición Adicional Única del RD 1038/2009, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, apartado 1.e), y que por tanto ha de entenderse que su denegación también lo está, en la medida en que el art. 5 del Reglamento sobre instalaciones nucleares y radiactivas (RINR) prevé el mismo procedimiento para la renovación que para la concesión. 

Asimismo, la competencia no debería ser del Consejo de Ministros, como también se alega, ya que no estamos ante una decisión de política energética del Gobierno, sino ante un determinado pronunciamiento respecto de una solicitud de renovación del permiso de explotación de una central nuclear, para el que es competente el Ministro, que puede delegar dicha competencia en el Secretario de Estado, de manera que el motivo es desetimado (FJ 4º). 

En segundo lugar, se pronuncia la AN sobre el alegado incumplimiento por el Ministerio de Industria del art. 64 Estatuto de los Trabajadores. Dicho artículo exige un Informe del Comité de empresa o representante sindical con carácter previo a la ejecución de decisiones que supongan el cese total de la plantilla. 

La AN indica que el Estatuto de los Trabajadores se regula los derechos de los trabajadores en relación al empresario, pero en este caso el Ministerio ha actuado como Administración en el ejercicio legítimo de su potestad de autorización. Es por tanto el empresario quien deberá asumir todos los deberes y obligaciones del Estatuto de los Trabajadores en el momento en que se produzca dicho cese definitivo de la plantilla, por lo que el motivo es desestimado (FJ 5º).  

En tercer lugar, se examina la posible infracción de los trámites esenciales del procedimiento para declarar la renovación de la autorización de explotación de la central y el cese definitivo de la misma, y en particular, la necesidad de audiencia de la Comunidad Autónoma. Considera el demandante (La Junta de Castilla y León) que se ha omitido el trámite de audiencia a la misma al tenor del art. 28 de la Ley de Energía Nuclear, en relación con los arts. 4.2 y 12.3 del RINR, trámite que ha de llevarse a cabo tras el informe del Consejo de Seguridad Nuclear (CSN). 

La AN valora la remisión a la Presidencia del Gobierno Vasco, la Junta de Castilla y León y el Gobierno de La Rioja de la documentación relativa a la solicitud de autorización, a fin de que dichas CC.AA formularan alegaciones, cosa que sólo hizo La Rioja, pero no la Junta de Castilla y León, demandante. Constata la AN también que no se exige la remisión a la Comunidad Autónoma del Informe del CSN ni tampoco precepto alguno obliga a dar audiencia a las CC.AA con posterioridad a dicho informe, por lo que se desestima dicho motivo (FJ 6º). 
A continuación, la AN se pronuncia sobre el carácter vinculante del Informe del Consejo de Seguridad Nuclear, concluyendo que dicho carácter es, conforme al art. 6.4 RINR, preceptivo en todo caso y vinculante de ser negativo, por lo que lógicamente de ser positivo, como sucedió en este caso, no debía ser vinculante. La AN, por lo tanto establece la no vinculatoriedad de los informes del Consejo de Seguridad Nuclear cuando son positivos, a excepción de las condiciones de la autorización fijadas en los mismos (FJ 7º). 

El siguiente problema a tratar es el incumplimiento de los permisos y autorizaciones previas. La central venía funcionando sin licencia de actividad o licencia ambiental, y no adjuntó en la solicitud de autorización la licencia de obra para la construcción de la central, la licencia de apertura y la licencia urbanística de actividad clasificada, así como Declaración de impacto ambiental y licencias de apertura de cada una de las tres modificaciones que NUCLENOR llevó a cabo en la central. Se alega que ello debió suponer la denegación de solicitud de prórroga. 

La AN recuerda una jurisprudencia ya sentada (SAN de 18 de enero de 2001), según la cual no corresponde a las autoridades municipales conceder la autorización para la construcción y funcionamiento de una central nuclear, competencia reservada al Ministerio de Industria, sin perjuicio de las competencias municipales sobre licencia de obras y actividad. Sigue aquella sentencia diciendo, que estas licencias no resultan de aplicación a la concesión de prórrogas de permiso de explotación provisional, dado que se otorgan bajo un régimen normativo distinto y porque en este caso la prórroga ya ha sido concedida con anterioridad. La AN recuerda también que en la propia Orden se establece que su validez lo es sin perjuicio de otras autorizaciones complementarias que corresponda otorgar a otros Ministerios y Organismos de diferentes Administraciones Públicas, en particular, aquellas de carácter medioambiental. Por lo que el motivo tampoco puede prosperar (FJ 9º). 

El siguiente problema es la necesidad de someter la renovación de la autorización de explotación y la declaración de cese definitivo al procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental. Se alega que una EIA era necesaria, tanto conforme al Anexo 1, Grupo 3, ap. B.2 y c.2 del RD-Legislativo 1/2008, de Evaluación de Impacto Ambiental, como en su normativa autonómica homóloga. Además, el hecho de que la autorización caducara con el cumplimiento del plazo señalado (art. 32 LEN), implicaba la necesaria tramitación de la nueva autorización como una autorización inicial y, por ello, evaluada ambientalmente, teniendo además en cuenta que la renovación suponía un incremento de la capacidad productiva, el combustible gastado y los residuos generados (FJ 10º). 

La AN recuerda su Sentencia de 18 de enero de 2001 sobre renovación de la autorización de la misma central de Santa María de Garoña. En ella, razonó sobre la inexigibilidad de EIA a esta autorización, afirmando la competencia única del Consejo de Seguridad Nuclear sobre seguridad nuclear y protección radiológica. Sin embargo, en el presente caso, la AN matiza su posición teniendo en cuenta el enorme desarrollo de la legislación ambiental en los últimos diez años y, sobre todo, la actual vigencia de la Disposición Adicional Cuarta del RINR, que incardina el procedimiento y la legislación de EIA en los procedimientos sustantivos de autorizaciones relativas a instalaciones nucleares. 

Sin embargo, la AN termina diciendo que la renovación no exige procedimiento de EIA porque éste se refiere a “proyectos”, y en este caso no hay ningún documento técnico que pueda constituir un proyecto, sino tan solo una renovación de la autorización de explotación. De manera que indica que la EIA es solo exigible para la autorización previa o de emplazamiento, pero no para la autorización de explotación ni sus renovaciones (FJ 11º). La misma solución cabe deducir de la legislación de EIA autonómica (Castilla y León) (FJ 12º). 

Se analiza también el posible incumplimiento de los derechos de información y participación ciudadana previstos en la Ley 27/2006 y en el Convenio de Aarhus. La AN constata que Greenpeace y CODA ejercieron su derecho de acceso a la información ambiental y que el Consejo de Seguridad Nuclear incumplió sus obligaciones derivadas de la Ley 27/2006, al no dar respuesta alguna a dicha petición de información. Sin embargo, al no haber recurrido las citadas asociaciones la omisión del CSN, la AN considera apropiado rechazar esta alegación (FJ 14º). 

Respecto a la participación del público en la elaboración de la Orden recurrida, la AN considera que como no se trata de un plan, programa o disposición general, no está subsumida en el ámbito de aplicación de la Ley 27/2006, y por lo tanto dicha participación ciudadana no es exigible (FJ15º). 

La AN pasa a continuación a pronunciarse sobre el carácter reglado de las autorizaciones de explotación y de sus prórrogas, que es el principal argumento impugnatorio alegado por la mayoría de los demandantes. NUCLENOR afirma el carácter el carácter reglado de esta autorización si se reconoce la seguridad de la instalación y la protección radiológica y física, y que por ello el informe del CSN es vinculante. Por otro lado, se afirma que esto es contradictorio con la Ley del Sector Eléctrico (art. 21), que atribuye una potestad discrecional a la Administración para el otorgamiento de autorizaciones nucleares. 

La AN reconoce la existencia de elementos reglados dentro de la potestad para autorizar la renovación de la autorización de explotación, pero también reconoce que estos no son los únicos elementos a tener en cuenta para ello. En definitiva, reconduce esta potestad a la dirección de la actividad económica que los arts. 98.2 y 149.13 CE atribuyen al Gobierno de la Nación, que ha decidido, a través de la Estrategia de Ahorro y Eficiencia Energética en España, cargar la demanda eléctrica sobre energías renovables. Esto determina el carácter no reglado del pronunciamiento contenido en la Orden recurrida y, por tanto, la legitimidad de la valoración del Ministerio, según la cual se decreta la clausura de la central de Santa María de Garoña para el 6 de julio de 2013 (FJS 16, 17 y 18º). Por la misma razón, la AN deniega la existencia de desviación de poder en dicha Orden, que había sido alegada en conexión con el argumento del carácter reglado de la autorización de renovación (FJ 19º). 

También se trata la alegación sobre la carente y/o insuficiente motivación de la Orden impugnada, lo que daría lugar a arbitrariedad. La AN constata la existencia de catorce consideraciones en dicho documento, que explican las razones que han llevado al Ministerio a alcanzar el contenido de su decisión, así como la existencia de un Anexo de tres páginas donde se describen los límites y condiciones sobre seguridad nuclear y protección radiológica asociados a la autorización de explotación. Tras analizar dichas consideraciones, la AN concluye que nos encontramos ante una fundamentación razonable y suficientemente extensa que ha permitido a los interesados conocer las razones de la decisión en términos suficientes para hacer posible la defensa de sus derechos e intereses, por lo que desestima también este motivo (FJ 20º). 

A continuación, se examina la posible infracción de los derechos constitucionales de igualdad del art. 14 CE y de libertad de empresa del art. 38 CE. Se alega vulneración del art. 14 CE por haberse concedido la autorización solo por 4 años, a diferencia de las autorizaciones concedidas en las demás centrales nucleares españoles, que viene siendo de 10 años. La AN recuerda que la igualdad se aplica entre supuestos homogéneos, y que en este caso la central de Santa María de Garoña no es homogénea con el resto de centrales, al no cumplir suficientemente las condiciones de seguridad (FJ 21º). 

Respecto a la posible vulneración del art. 38 CE, se alega que la Orden Ministerial, como acto administrativo singular, vulnera el libre ejercicio de una actividad empresarial no prohibida por el Ordenamiento. La AN recuerda que el derecho a la libertad de empresa puede ser limitado por exigencias de interés general, en este caso, por la planificación energética del Gobierno, que centra su política en las energías renovables (FJ 22º). 

Por último, se examina el posible derecho de NUCLENOR a obtener una indemnización. La AN desestima este motivo indicando que la recurrente no tiene un derecho indefinido y temporalmente ilimitado a continuar explotando la central que pueda ser objeto de indemnización por haber sido vulnerado (FJ 23º). 

Por todo ello, la AN desestima todas las demandas planteadas contra la Orden del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio ITC/1785/2009, de 3 de julio, por la que se acuerda como fecha de cese definitivo de la explotación de la Central Nuclear de Santa María de Garoña. 
La Sentencia contiene un voto particular, formulado por el magistrado José Guerrero Zaplana, que discrepa en dos puntos del razonamiento mayoritario de la Sala. En primer lugar, indica que tuvo que haberse dado traslado del expediente a la Comunidad Autónoma de Castilla y León, por considerar que una renovación por tiempo definido tiene la misma naturaleza que el cierre de la central. El traslado se produjo antes de que la citada C.A supiera que la autorización de renovación implicaría el cierre de la central. 

En segundo lugar, disiente de la Sentencia mayoritaria en cuanto al cumplimiento de las exigencias derivadas de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Interpretando dicha norma conforme a su espíritu, dice el magistrado que no puede sostenerse que la única participación pública que prevea sea respecto a disposiciones y planes y programas. Indica que el derecho a la participación tiene también que ser promovido por la propia Administración y que lo que se recurre en este caso (una Orden), no puede ser calificado como un simple acto administrativo, ya que tiene un contenido complejo que desborda el concepto simple de acto administrativo y que tiene mucho que ver con la política energética del Gobierno, integrándose de alguna forma como un elemento esencial ejecutivo del Plan de Energías Renovables 2005-2010. Dice que tanto la Ley como el Convenio de Aarhus hablan de una participación real y efectiva, que en este caso no se produjo, lo que supuso asimismo una infracción del procedimiento claramente encuadrable en el art. 62.e) de la Ley 30/1992, puesto que genera indefensión a todos aquellos que tenían derecho a participar y que no pudieron. 

En conclusión, dice que el fallo de la sentencia debía haber anulado la Orden, sin que ello conllevara más consecuencias que la simple anulación y la necesidad de que el Gobierno, tras cumplir con los trámites correspondientes, adoptara el acuerdo que considerara más conveniente. 
2. TRIBUNAL SUPREMO 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 15 de julio de 2011 (rec. núm. 3796/2007). 

En esta Sentencia, se resuelve un recurso de casación interpuesto por “Producciones eléctricas S.A. (Proelsa)” contra la Sentencia del TSJ de Asturias de 30 de mayo de 2007, que estimaba un recurso contencioso-administrativo contra la Resolución de la Confederación Hidrográfica del Norte de 17 de mayo de 2002, que denegaba a la recurrente la concesión de un caudal de 2.500 litros de agua a derivar del arroyo Viejo en Vega de Líébana (Cantabria) para la producción de 5.000 Kw de energía eléctrica. 
El demandante sostuvo ante el TSJ que la denegación de la concesión había sido precipitada y arbitraria, al fundarse únicamente en un informe desfavorable de la Dirección General de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio del Gobierno de Cantabria emitido solo 16 días tras la recepción de la Evaluación de Impacto Ambiental negativa del proyecto. Asimismo, el demandante proporcionó informes periciales que demostraban la posibilidad de establecer medidas correctoras, en lugar de una denegación absoluta. 

En la Sentencia de instancia, se desestimó el recurso haciendo referencia a la naturaleza discrecional de la concesión de uso de aguas públicas y al carácter negativo de la Evaluación de Impacto Ambiental realizada, que acreditaba que el enclave donde se pretendía desarrollar el proyecto es una de las zonas de mayor valor ecológico y paisajístico de la región de Cantabria, propuesto para la lista de lugares de importancia comunitaria de la Directiva Hábitats 92/43 CEE. En la Evaluación, se acreditaban riesgos para diversas especies, como el oso pardo de Cantabria o bosques de hayas centenarios. 

En el recurso de casación, Proelsa alega indefensión por falta de valoración de las pruebas que aportó. 

El TS comienza por examinar las modalidades de protección ambiental, la protección ex-post mediante la reparación de daños ya producidos, la protección preventiva frente a amenazas conocidas y la protección precautoria, en condiciones de incertidumbre científica (FJ 3º). Indica que en el caso concreto es aplicable el principio de precaución, reconocido por la jurisprudencia de la Unión Europea y recogido en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. Conforme al TS, este principio hace recaer sobre la entidad que pretende una acción con impacto negativo en el medio ambiente la carga de la prueba para demostrar la compatibilidad de dicha intervención con el mismo. Indica literalmente que “cuando la intervención afecta, como en el presente caso, a especies protegidas y en peligro de extinción, dichos principios sirven a una actitud de respeto al entorno natural que implica el abandono del principio de arrogancia de los seres humanos en relación con el desarrollo sostenible de su entorno”. 

Respecto a los informes aportados por la recurrente, el TS reconoce la falta de valoración expresa de dichas pruebas en la sentencia de instancia, lo cual es causa de indefensión conforme a la jurisprudencia constitucional (por ejemplo, la STC 314/2005 de 12 de diciembre), y es causa de casación de la sentencia de instancia (FJ 3º). 

Ahora bien, en cuanto a la naturaleza de dichas pruebas aportadas por la recurrente, el TS no considera que no logran contrarrestar la apreciación de la Dirección General cántabra al denegar la concesión de utilización de aguas (FJ 5º). Considera que el proyecto se sitúa en un área de certeza negativa, por poseer un claro impacto nocivo para el medio ambiente aún con las medidas correctoras propuestas, por lo que “la carga de abandonar esa área negativa de certeza y probar, en cambio, la compatibilidad del proyecto con el medio ambiente recae sobre la entidad que lo promueve, siendo a partir de ese momento –al que no se ha llegado- cuando sería posible entrar a valorar qué medidas correctoras debería aplicar la Administración” (FJ 5º). 

El TS valora los informes periciales aportados por la recurrente indicando que en ningún momento sus consideraciones son suficientes para desvirtuar la apreciación original del elevado impacto ambiental del proyecto, que comportaría daños medioambientales irreversibles. En consecuencia, conforme a los principios de cautela y precaución, desestima la demanda y declara la conformidad a Derecho de la resolución impugnada. 

El TS, por tanto, anula la sentencia del TSJ de Asturias y en su lugar, desestima el recurso contencioso-administrativo sin imponer costas, dada la ausencia de temeridad o mala fe que exige el artículo 139 LJCA (FJ 6º). 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 18 de octubre de 2011 (rec. núm. 4908/2007). 

En esta Sentencia, se resuelve un recurso de casación interpuesto por la Comunidad Autónoma de Castilla y León contra la Sentencia del TSJ de Castilla y León (Valladolid) de 22 de junio de 2007, que resolvía un anterior recurso de Ecologistas en Acción contra el Real Decreto número 48/2006, de 13 de julio por el que se aprueba el Plan Regional de Ámbito Sectorial de Residuos Industriales de Castilla y León 2006-2010. 

En la sentencia de instancia se estimaba en parte el recurso, declarando nulo de pleno derecho el apartado 9.2.1 de la citada norma por no establecer la ubicación de los centros de tratamiento de residuos proyectados, así como el apartado 8.2.2, que establecía un objetivo de regeneración de solo el 40% de los aceites de automoción recogidos en el 2010. Se fundamentó la nulidad del apartado 9.2.1 en la vulneración del art. 5.4 de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos, según la cual “los planes autonómicos de residuos contendrán (…) los lugares e instalaciones apropiados para la eliminación de los residuos” y la vulneración del art. 23.2 de la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla y León, que establecía la misma obligación para los planes regionales de ámbito sectorial. El Plan no preveía específicamente ninguna localización. 

En su primer motivo de casación, la Comunidad Autónoma de Castilla y León alega cumplimiento de las exigencias de las Directivas de la Unión Europea conforme a la jurisprudencia de su Tribunal de Justicia (concretamente, la STJUE de 1 de abril de 2004) y por tanto legalidad del Plan. 

El TS interpreta el art. 5.4 de la Ley de Residuos del 98, aplicable al caso aunque hoy haya sido sustituida por la Ley 22/2011, de 28 de julio. Indica el TS que dicha interpretación ha de hacerse conforme a las normas del Derecho de la UE, de las que trae causa, por lo que examina el art. 7 de la Directiva 91/156/CEE, del Consejo de 18 de marzo de 1991, que es la que establece que los planes de residuos deben referirse en particular a “los lugares o instalaciones apropiados para la eliminación”, comprobando el tenor literal de la transposición española. Analiza también la STJUE de 1 de abril de 2004, concluyendo que de su lectura no puede concluirse que el Plan en cuestión sea conforme a Derecho, ya que el Tribunal dice que los planes deben prever criterios de localización espacial o geográfica de los lugares de eliminación de residuos, por lo que deben incluir un mapa que señale el emplazamiento concreto que se dará a dichos lugares o unos criterios de localización suficientemente precisos para que la autoridad competente para expedir una autorización pueda determinar si el lugar o la instalación está incluido en el marco de la gestión prevista por el plan. Requisitos que no se cumplen en el Plan en cuestión, que solo contiene una serie de áreas de localización preferente a tener en cuenta, cuya amplitud es a juicio del TS desmesurada, y además admite que se puedan autorizar instalaciones fuera de ellas. Por ello, el TS desestima este motivo (FJ 2º). 

Respecto al apartado 8.2.2 del Plan, que fijaba unos objetivos de regeneración de aceites de automoción del 40%, indica el TS que esto es contrario a la previsión de la Ley 10/1998, de 21 de abril, en relación con el Artículo 8 del RD 679/2006, de 2 de junio, por el que se regula la gestión de los aceites industriales usados, que fija la obligación de alcanzar, como mínimo, los objetivos de recuperación, valorización y regeneración de un 65% de aceites usados recuperados a partir del 1 de enero de 2008. Por tanto, desestima el segundo motivo de casación (FJ 3º). 

De forma que el TS desestima el recurso de casación imponiendo las costas del mismo a la parte recurrente conforme al art. 139.1 LJCA, con el límite de 4.000€ (FJ 4º). 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 20 de octubre de 2011 (rec. núm. 4745/2008). 

En esta Sentencia, se resuelve un recurso de casación interpuesto por la Junta Vecinal de Lamadrid (Cantabria) contra la Sentencia del TSJ de Cantabria e 29 de julio de 2008, por la que se desestimaba el recurso contencioso-administrativo contra la Resolución de la Dirección General de Montes de 5 de septiembre de 2006, por la que se denegaba la solicitud de descatalogación de una parte del monte catalogado de utilidad pública nº 342. 
Los demandantes venían utilizando privativamente el monte a través de un consorcio de repoblación forestal, estaba parcelado y cercado existiendo edificaciones y parte había sido expropiada para el cruce de dos ejes viarios. Los demandantes alegaban que el monte ya no reunía las características que en su día motivaron su declaración de utilidad pública y, por ello, su inclusión en el Catálogo de Montes. La Administración demandada se oponía alegando que la descatalogación de un monte es una medida excepcional en razón al interés público, y que dicho monte era compatible con el uso agrícola, y que solo por dedicarse zonas o parcelas al uso eucaliptol, no por ello se pierde el carácter de monte ni se dificulta su explotación. La Sentencia de instancia confirmó la denegación de descatalogación. 

El TS comienza analizando la alegación de infracción del art. 16.4 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, que trata la exclusión de un monte del Catálogo de Montes de Utilidad Pública, reconociendo en él tres requisitos para que pueda procederse a la descatalogación: que se trate de una parte de monte “no significativa”, que suponga una mejor definición de la superficie del monte o una mejora para su gestión y conservación y que haya perdido las características por las que fue catalogado. 

Indica que en la Sentencia de instancia se justificó suficientemente, conforme a la valoración de las pruebas periciales (Informe del Jefe de Servicio de Montes y Perito que intervino en el proceso), que estos requisitos no se daban, tratándose de una parte significativa del monte que no ha perdido las características por las que fue catalogado ni su naturaleza forestal por el hecho de que en él se realicen aprovechamientos agrícolas (FJ2º). 

De la misma forma, el TS desestima la alegación de valoración ilógica de la prueba pericial conforme a los arts. 335 y 348 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ya que ésta fue, si bien poco clara y precisa, coherente al fin y al cabo con las pruebas presentadas (FJ3º). 

Por todo ello, el TS desestima el recurso de casación e impone las costas procesales a la parte recurrente por valor de 1.200€. 
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